Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 37 minutos.) 


Damos comienzo a la sesión de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado y con 
agrado recibimos a integrantes del Colectivo Ovejas Negras. 


Como saben, tenemos a estudio el proyecto de ley de Matrimonio Igualitario que cuenta con 
media sanción por parte de la Cámara de Representantes. Como ustedes han sido protagonistas y han 
tenido una voz referencial respecto a este tema, los hemos invitado a los efectos de que brinden su 
opinión. La idea es trabajar durante un mes sobre este proyecto de ley y después elevarlo al Senado. 
Naturalmente sería importante conocer su opinión, sus argumentos, observaciones y cambios, si los 
hubiera. 


SEÑOR GRAÑA.- Para empezar, queremos señalar que la aprobación de este proyecto de ley es 
central porque implica un acto de justicia y sobre todo una gran aceptación del concepto de igualdad. 


Si hablamos desde el punto de vista filosófico, a veces no se tiene claro qué es la justicia -no 
se puede definir claramente-, pero sabemos cuáles son los actos injustos. ¿Qué es lo que determina 
eso? Un criterio de verdad, filosófico, que es una construcción. Para eso hay que discutir qué es lo 
verdadero y cuál es la verdad y la Humanidad ha discutido muchísimo sobre ese concepto. Quizás fue 
un concepto hegemónico durante miles de años, un poco menos de dos mil años. Existe una corriente 
mayoritaria que impregnó todo el pensamiento occidental hasta nuestros días. Se decía que la verdad 
surgía de un ser único, eterno e inmutable, y por lo tanto la verdad también era única, eterna e 
inmutable. Esa base de pensamiento permitió que durante toda la historia pudiéramos hacer un corte 
grueso entre un pensamiento conservador y otro vinculado a los cambios, por llamarlo de alguna 
manera. En la historia de la Humanidad, podemos empezar desde San Pablo en sus cartas a los 
Gálatas, tratando de hacer el primer intento universal con una frase muy simple en la que planteaba y 
quizás modificaba el pensamiento de la época. En aquel momento, San Pablo decía: “No hay judío ni 
griego; ni esclavo ni libre; no hay hombre ni mujer, porque todos sois uno en Cristo Jesús”. ¿Por qué 
me voy hasta tan atrás? Porque hubo muchísimos primeros cristianos que vivieron el pensamiento tal 
cual lo planteaba San Pablo. Si bien la historia de la Humanidad negaba la participación de la mujer en 
los inicios del Cristianismo, actualmente la Historia demuestra que la mujer participaba y tenía peso en 
la jerarquía de aquella cristiandad emergente. Claramente hubo una disputa pero la hubo en los tres 
primeros siglos del Cristianismo con un pensamiento que venía de antes y estaba más vinculado con 
las sociedades, esto lo menciona una historiadora norteamericana en un libro maravilloso denominado 
“La Creación del Patriarcado”. Ella ubica el surgimiento del patriarcado en lo que podríamos denominar 
-para ser lo más precisos posible- las primeras ciudades de la Mesopotamia y lo vincula al surgimiento 
de la propiedad, siendo las mujeres las primeras en ser utilizadas como tal al ser moneda de 
intercambio. Este trabajo de Gerda Lerner demuestra algo a lo que luego estuvimos acostumbrados en 
el discurso judío y en el cristiano: tomar como natural o no la división de género sobre las jerarquías en 
la sociedad era una visión del pasado y por eso aludí a San Pablo, que en los primeros treinta años del 
siglo | después de Cristo plantea justamente eso. ¿Por qué dice “No hay judío ni griego; ni esclavo ni 
libre?” ¿Es solo un pensamiento? En realidad, era la búsqueda de una nueva unidad en un Imperio 
Romano que era una fuerza de ocupación en su propio pueblo. ¿Por qué hago esta alusión? Porque en 
ese entonces hubo una discusión sobre el criterio de la verdad, que se saldó en los siglos Ill y IV a 
través de San Agustín y, nos guste o no, el pensamiento occidental es heredero de ese punto de vista. 
En esa batalla que se libró, fueron expulsados de ese “nosotros” de San Pablo las mujeres y varios 
otros sujetos de Derecho. 


Si vamos más adelante en la Historia, esta situación se repite. Cuando en la Revolución 
Francesa se da la discusión sobre los derechos del hombre y Olympe de Gouges dice: “Hombre: tú 
serás justo, te lo dice una mujer”, la única respuesta que obtuvo por parte de todos los revolucionarios 
franceses no fue el derecho a la tribuna, sino al cadalso. Después, en la reconstrucción histórica de la 


Revolución, hasta se dijo que era analfabeta e incluso se negó la pertenencia de sus obras. Es más, 
Michelet llegó a decir algo tan burdo como que cuando subió al cadalso tembló de miedo. 


¿A qué voy con todos estos ejemplos? A que esa verdad única fue cambiando y dio lugar a 
pensar en que algunos no fueran iguales; a que esa verdad única -que provenía de ese ser único- en 
algún momento tuvo que explicar a la humanidad que las mujeres tenían alma y, también, que los 
negros, los afrodescendientes, tenían alma. Fue a esa verdad única a la que la humanidad le fue 
presentando la auténtica realidad y no un molde predeterminado del concepto de igualdad, no un 
molde predeterminado único e incambiable de verdad. 


Hoy creemos que esta discusión también tiene que ser central en el estudio de este proyecto 
de ley porque, como decía hoy, ese pensamiento lleva a cosas muy absurdas. Eso se va a dar en esta 
discusión y por eso voy a aprovechar a utilizar hasta los usos etimológicos puristas de la palabra. Voy a 
poner un ejemplo y después haré una advertencia. 


Imagino que a nadie en esta Sala se le ocurrirá defender el sentido etimológico de la palabra 
“salario” -espero que admitamos que el trabajo de otros ya no se paga con sal-; hago un paralelismo un 
poco burdo con la discusión que se da sobre el tema del matrimonio y el significado etimológico de ese 
vocablo. 


Como decía hoy, hay pensamientos que llevan a creer que como hay una verdad única, el 
concepto es único y que, por lo tanto, no puede modificarse en el tiempo. Eso nos va a ayudar mucho 
más, desde el punto de vista jurídico, a demostrar cómo ese concepto se modificó muchísimo en el 
tiempo, pero vayamos a lo lingúístico-etimológico. 


Por lo poco que sé -quizás puedan ayudarme-, a veces, cuando uno debe interpretar una ley 
pero esta no aclara el concepto -porque es una idea y, por ejemplo, dice que “matrimonio” es tal cosa-, 
es de estilo de muchos juristas tomar lo que dice la Real Academia Española como definición para 
hacer una interpretación. Ese es uno de los argumentos que hasta hace poco también se levantaban 
para decir: “Bueno, la Real Academia Española dice tal cosa” -para que los señores Senadores no 
cometan el mismo error que muchos Diputados durante la discusión del proyecto de ley, pido que, por 
lo menos, entren a las páginas web y se informen de que la Real Academia tiene una acepción distinta 
del matrimonio, pues también introduce a las parejas del mismo sexo-, pero aquel viejo argumento 
etimológico ya ha caído. 


Para finalizar, quiero decir que seguir creyendo y afirmando que los conceptos y las verdades 
son antihistóricas o inmutables, es negar el desarrollo de la Historia, es negar la evolución, es negar un 
análisis de la realidad concreta; es creer que todo se ordena a través de un concepto preestablecido. 
Para nosotros este es el punto central de la discusión, es decir, de qué lado se está y qué concepto de 
verdad uno mantiene: uno eterno e inmutable -que no cambia, y que nunca lo hará por más que la 
Historia lo demuestre- o uno que siempre está analizando la realidad para ampliar la mayor cantidad de 
derechos a todos los ciudadanos y ciudadanas que no los tienen, tal como sucedió con las mujeres y 
los afrodescendientes, entre otros casos. 


SEÑOR SEMPOL.- Antes que nada, agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Mi intervención se va a centrar en dos ejes básicos. En primer lugar, quiero plantear el hecho 
de que esta discusión que se produce en Uruguay no se da en un contexto sin antecedentes, sino que, 
en realidad, a nivel mundial, el tema del matrimonio igualitario que reconoce el derecho a las parejas 
del mismo sexo ya ha sido profundamente debatido y existen interesantísimos antecedentes al 
respecto. Por ejemplo, Dinamarca fue el primer país en aprobarlo en el año 2001; España lo hizo en 
2005 -en un proceso que nos impactó interesantemente en el contexto nacional- y, ni que hablar, 
Argentina en el año 2010. Todos estos casos, ¿qué nos demuestran desde algún lugar? Que, en buena 
medida, los debates se reproducen una y otra vez y que los argumentos siempre se centran 
básicamente en un eje -por parte del pensamiento conservador o del pensamiento fundamentalista- 
que hace hincapié en la idea de que este tipo de transformaciones jurídicas van a conducirnos hacia la 
crisis de la civilización, al fin de los tiempos y de la familia. Precisamente, la Historia nos demuestra en 


forma contundente -porque ya pasaron once o doce años en muchos casos- que nada de eso ocurrió 
en alguno de los países en que fue aprobado y que cuando se amplían derechos, la civilización, en vez 
de vivir una crisis, se fortalece. 


Entonces, me parece que la discusión que se está dando en Uruguay tiene que mirar muy de 
cerca lo que ya se ha debatido en otros lugares y debemos estar atentos a eso. Incluso, se debe tener 
presente la propia tradición uruguaya. Pensemos en lo que fue el impulso reformista a principios del 
Siglo XX, a instancias del Batllismo, con el reconocimiento temprano de derechos a las mujeres, en 
todos los debates que eso suscitó en su momento y en cómo, en realidad, eso fortaleció el proyecto 
nacional de construcción democrática en nuestro país. 


A su vez, este proyecto de ley sobre el Matrimonio Igualitario viene a encauzarse 
directamente en profundas transformaciones sociales que registra nuestra demografía nacional. La 
academia -por suerte, en nuestro país tenemos una muy buena Cátedra de Demografía- trabajó 
sustantivamente en cuáles son los arreglos familiares existentes en nuestra sociedad y demostró que, 
en realidad, la familia tradicional -compuesta por papá, mamá, hija e hijo- hoy no constituye más de un 
tercio del total de los arreglos familiares existentes en la actualidad. O sea que, hoy por hoy, nos 
enfrentamos al hecho de que existe un enorme desajuste entre, por un lado, la realidad social y, por 
otro, las normas, que consagran situaciones de profunda desigualdad y de grave injusticia e infelicidad 
social. 


A partir del año 2005 se inició un proceso de reconocimiento de esa diversidad de arreglos 
familiares en el contexto de la sociedad uruguaya. En ese sentido, vale mencionar la Ley N* 18.246 
“Unión Concubinaria”, de 18 de diciembre de 2007, que intentó dar una primera solución jurídica a la 
enorme brecha que existía entre la norma y la realidad social. También cabe citar que, en 2009, el 
artículo 138 de la Ley N* 18.590 -por la que se modifican disposiciones del Código de la Niñez y la 
Adolescencia relativas a la adopción- consagra, de alguna forma, que todas las adopciones serán 
plenas. Esto permitió, por primera vez, que todos los niños y niñas uruguayas estuvieran efectivamente 
en condiciones de igualdad sin importar los arreglos familiares en los que estuvieran insertos o qué 
tipo de modelo de familia tuvieran detrás. A partir de ahí, desde el punto de vista jurídico importaba 
que, más allá de que estuvieran en el seno de una familia constituida -de un matrimonio con todos los 
papeles y cumpliendo los requisitos de esa institucionalidad- o de arreglos familiares de otra índole, 
iban a tener los mismos derechos a la herencia, a las pensiones alimentarias y a las visitas. Eso 
generó un avance sustantivo en lo que sería el marco de la igualdad. 


Hoy, este proyecto de ley de Matrimonio lgualitario, trata de cerrar ese ciclo de 
transformaciones jurídicas que intentan subsanar las diferencias existentes a nivel social y lo que tiene 
que ver con la norma. Debemos recordar que hace cinco o siete años el sistema jurídico nacional 
reconocía derecho solamente a una minoría -a la que otorgaba todas las garantías y beneficios 
sociales existentes en nuestro país- y desconocía a los dos tercios restantes. De alguna forma, esto se 
justificaba en el mantenimiento o el remanente de ciertos principios religiosos o valorativos que nada 
tienen que ver con el sistema democrático y el reconocimiento que el Estado tiene que hacer de los 
derechos de todos sus ciudadanos y ciudadanas. 


Entonces, creo que la transición que estamos viviendo a nivel jurídico -que se inició desde 
2005 a la fecha- nos está permitiendo empezar a pensar en un sistema jurídico que en lugar de 
condenar la diferencia, la celebra y la protege. En ese sentido, consideramos que el proyecto de ley de 
Matrimonio Igualitario es, sin lugar a dudas, una forma de ampliar la democracia, algo que no es menor 
porque tiene que ver con la dignidad de la gente, la felicidad y la posibilidad de construir proyectos 
vitales, que sean legitimados por el Estado y amparados en todos sus derechos. 


Destaco que siempre hablamos de “matrimonio igualitario” y no de “matrimonio homosexual”. 
Esto tiene que ver con el hecho de que nosotros, como colectivo, desde un inicio nos constituimos a 
partir de una particularidad: habitamos sexualidades no heteronormativas o disidentes, pero siempre 
pensamos en proyectos mucho más globales y que involucren pensar las relaciones de poder a otros 
niveles. Entonces, nos parecía que ya que proponíamos una reforma del Código Civil, también era muy 
oportuno pensar en qué otras cosas se podían lograr democratizar para facilitar o generar mayor 
felicidad a todos los arreglos familiares que se sometan a este tipo de contratos. Por ejemplo, el orden 


de los apellidos -que es una de las formas típicas de la apropiación del trabajo reproductivo de la mujer 
en un sistema patriarcal- es una de las cosas que nosotros introducimos como mecanismo de 
negociación en la pareja. Aclaro que este dispositivo no es compulsivo ni obligatorio, sino opcional. Las 
parejas que quieran seguir adhiriéndose al modelo tradicional podrán hacerlo y las que prefieran 
introducir esta posibilidad de negociación en su vínculo, ahora también, podrán hacerlo. No es ningún 
secreto que las mujeres, desempeñando el mismo trabajo que un hombre, ganan menos y que, a pesar 
de que muchas veces están más capacitadas, no son ascendidas en sus puestos laborales. 


Entonces, de alguna forma, la modificación del Código Civil en este aspecto va a permitir 
democratizar también esta institución y garantizarle otro tipo de posibilidades en la negociación 
cotidiana. 


Además, la no posibilidad de acceso al matrimonio de las parejas del mismo sexo o de 
personas que habitan identidades de género socialmente no esperadas es una forma de discriminación 
directa que constituye y configura cuadros claros de ciudadanos de primera y de segunda clase. El 
hecho de que no todos los ciudadanos podamos acceder a las mismas instituciones se vuelve una 
flagrante forma de discriminación que, a su vez, refuerza los lugares de subordinación social a los 
cuales normalmente hemos sido condenados. 


Por eso, nos parece muy importante la posibilidad de que jurídicamente se produzca esta 
modificación: hablamos de matrimonio igualitario y no homosexual. 


Finalmente, quiero decir que, en lo personal, creo que las leyes son una forma -aunque no la 
única, estamos de acuerdo en eso- muy importante de construir democracia en un país legalista como 
es el nuestro, donde lo que dice la norma es muy respetado la mayoría de las veces y, además, 
construye subjetividad. 


Creo que este tipo de transformaciones, lejos de vulnerar nuestro proceso como colectivo, 
como sociedad, en realidad, nos van a fortalecer como país y en nuestra calidad democrática y, 
además, van a permitir que más personas disfruten de la felicidad y dignidad que, en definitiva, me 
parece que es el objetivo superior de la acción política. 


Muchas gracias. 
SEÑORA SUÁREZ.- Buenas tardes a todos y muchas gracias por recibirnos. 


Con respecto a lo que pienso exponer, me parece oportuno comenzar con una pequeña 
introducción en lo que tiene que ver con los derechos y su alcance en nuestro sistema constitucional. 


Nuestra Constitución Nacional establece toda una serie de derechos especialmente 
nombrados, pero no en forma taxativa. Justamente, como la concepción de estos derechos va 
evolucionando a lo largo del tiempo y no son estáticos en ninguna sociedad ni momento histórico sino 
que responden, específicamente, al desarrollo de cada una de esas sociedades, ello implica, 
necesariamente, que en nuestra Constitución -a diferencia de muchas de Latinoamérica o a nivel 
internacional- existan “válvulas” que permitan incorporar derechos que tal vez en el momento de 
creación de la Carta Magna no eran concebidos como tales. Específicamente, los artículos 72 y 332 de 
la Constitución incorporan todos aquellos derechos no específicamente nombrados pero que tienen 
que ver con la forma republicana de gobierno y que son inherentes a la personalidad humana. 


Nuestra Constitución, además, consagra toda una serie de lo que se llamarían bienes 
jurídicos, o sea, aquellos que a ningún ser humano podrían serle prohibidos porque, en caso contrario, 
se estarían llevando adelante conductas inhumanas. Me refiero a la vida, al trabajo, a la propiedad, a la 
libertad, a la igualdad, etcétera. La cuestión es que como estos bienes no pueden ser limitados, sí 
puede serlo el derecho a su goce. Entonces, lo que la Constitución específicamente consagra no es el 
derecho a la vida o a la propiedad, sino el derecho a la protección en el goce de la vida, el derecho a la 
protección en el goce del trabajo, el derecho a la protección en el goce de la propiedad y así 
sucesivamente respecto de todos los bienes jurídicos constitucionalmente valorados. 


El tema es que como no se establece, en principio, el alcance de los mismos, el Poder 
Legislativo, mediante sus normas, puede establecer límites en cuanto a la protección de estos 
derechos. La cuestión sería preguntarnos, si todos estos derechos, absolutamente todos -los 
consagrados específicamente y los no consagrados especificamente-, admiten, de alguna forma, 
limitaciones en su absoluta totalidad. La verdad es que no. Existen ciertos derechos que resultan 
absolutamente excepcionales, considerados derechos subjetivos perfectos y entre ellos se encuentra la 
igualdad, que inunda todo el sistema jurídico y constituye el principio de legalidad, en sentido amplio, 
que sostiene el Estado de Derecho uruguayo. Esto, en buen romance implica que cuando existe un 
derecho el acceso al mismo debe ser en pie de igualdad. Cuando una norma emanada del Poder 
Legislativo, bajo todas las formalidades que la Constitución exige, por alguna razón -ya sea que se 
trate del interés general- limita el acceso a un derecho a un sector de la población en violación de la 
igualdad, no solo ni siquiera merecería llamarse inválida, sino que no necesitaría la declaración de 
inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Justicia ya que sería ineficaz por ejercer el legislador un 
poder del cual carece. 


Exactamente esto es lo que ocurre con el Código Civil y la consagración del instituto del 
matrimonio. Nuestra evolución jurídica y los distintos pactos internacionales que Uruguay ha firmado en 
los últimos treinta años -incluyendo los Principios de Yakarta, de la ONU, que nuestro país ratificó-, 
implican aquellas medidas relativas a los bienes que el Estado se compromete a garantizar en forma 
judicial, legal o administrativa; entre ellos, el derecho a la familia. 


Más allá de la estructura, todas las protecciones que el Estado conceda a través del instituto 
que sea, se debe dar acceso, en pie de igualdad, a todos los ciudadanos al derecho a la familia. En el 
mismo momento en que gran parte de las protecciones a la familia se colocan detrás de los ropajes 
jurídicos del matrimonio, hay sectores que por su orientación sexual o identidad de género no pueden 
tener acceso a ese derecho en pie de igualdad. Entonces, se produce una discriminación directa por 
parte del Estado, a través de sus normas jurídicas, emanada del Poder que tiene representación 
popular por excelencia, que en los hechos -si tuviéramos que hacer un análisis jurídico frío- produciría 
su absoluta ineficacia. Sin embargo, durante más de un siglo se ha discriminado contumazmente a 
sectores de la población sin contemplar sus derechos en pie de igualdad. 


La igualdad puede desplegarse con respecto y en referencia específica a la norma legal, 
tanto en la ley, como por la ley y ante la ley. Cuando una norma genera una situación y, por tanto, 
otorga una consecuencia al supuesto de hecho que ella misma describe, esto supone que las personas 
deben ser consideradas, dentro de esa norma, en pie de igualdad. O sea, cuando tomo en 
consideración una situación e incluyo a quienes pueden o no pueden hacer esos actos, debo 
considerarlos en pie de igualdad. Cuando voy a juzgar a quienes conjugaron ese supuesto de hecho, 
también debo aplicar este principio y muchas veces la propia norma sirve para generar condiciones de 
igualdad efectiva y no meramente formal. 


El proyecto de ley a consideración se propone desplegar la igualdad para un enorme sector 
de la población, en sus tres áreas: en la ley, ante la ley, y por la ley. La cuestión es que ha habido una 
gran diferencia entre los argumentos que podían conjugarse y que yo misma pude plantear, desde el 5 
de junio de 2012 a la fecha. 


Antes del 5 de junio de 2012, el 90% de nuestras exposiciones -y en particular quien les 
habla-, planteaban que los argumentos en contra sobre este proyecto de ley se centraban en tres ejes 
específicos. Uno de ellos -que ya fue adelantado por el señor Graña- tiene que ver con el origen 
etimológico de la palabra “matrimonio”. Se decía que el término responde a “mater”, que significa 
“madre”, caracterizando su esencialidad como heterosexual. Esta es una idea sumamente platónica de 
que las palabras y los institutos tienen, de alguna manera, una esencia transhistórica. La palabra en sí 
sería un continente para un contenido que no cambia a lo largo de la historia, sin importar el momento 
histórico, la evolución, el lugar y el tiempo. Si esto fuese así, deberíamos analizar simplemente nuestro 
instituto del matrimonio, regulado originalmente a fines del siglo XIX, y ver cómo llega hasta nuestros 
días. Si es un instituto inmutable, que no merece cambios a lo largo del tiempo, debe permanecer igual 
a como fue creado. La cuestión es que, si esto fuese así, la mayoría de las señoras -no sé si aquí hay 
alguna casada- seguirían siendo consideradas incapaces, porque las mujeres casadas para nuestro 
Derecho, cuando se creó el instituto del matrimonio, eran incapaces. Eran personas que para realizar 
actos válidos en su vida dispositiva necesitaban la potestad marital, con lo que completaba su voluntad 


por sus esposos. Al mismo tiempo, cualquier persona podía salir de este instituto solamente 
falleciendo, porque en realidad el divorcio tampoco existía. Los hijos de estos matrimonios serían 
considerados moralmente adecuados y los hijos que nacían fuera de estos matrimonios, eran 
moralmente inadecuados. A su vez, la inmoralidad de sus padres seguiría siendo castigada en los 
derechos de sus hijos, ya que hasta el año 1885 los hijos llamados “naturales” o no matrimoniales eran 
castigados con menos derechos que los hijos legítimos, por la inmoralidad que habían cometido sus 
padres al tenerlos fuera de la institución matrimonial. 


Por lo tanto, de este instituto solo nos queda el nombre. Sin embargo, sigue en pie y continúa 
operando en la vida jurídica día a día. 


Pero si queremos ir a un ejemplo aún más extremo, podemos tomar el instituto de la familia. 
En nuestro Derecho, la familia viene del Derecho Romano, y si siguiéramos la esencia del mismo, 
continuaríamos considerando parte de ésta a los esclavos. El páter familia seguiría teniendo derecho 
de vida y muerte sobre sus hijos y, además, los hijos seguirían siendo alieni juris, personas que son 
incapaces de actos de disposición en la vida diaria mientras el páter siguiese con vida. Por lo tanto, 
debo reconocer que el argumento me parece absurdo. 


El segundo argumento es que ya existe la ley de unión concubinaria, la cual consagra distintos 
derechos en pie de igualdad para parejas del mismo y de distinto sexo. Por lo tanto, se concluye que si 
existe un instituto que da estos derechos y existen diferencias con el matrimonio, se podrían ampliar 
los derechos de la ley de unión concubinaria y con esto bastaría. El primer comentario que quiero 
hacer es que aquí se comete un grave error desde el punto de vista técnico. En nuestro Derecho nos 
manejamos por el principio de no contradicción, que está contenido en el artículo 20 del Código Civil. 
Cuando existen dos institutos que consagran los mismos derechos y supuestamente ambos son 
vigentes en el mismo ordenamiento al mismo tiempo, uno de los dos debe desaparecer. Si fuese así y 
si los dos consagraran lo mismo, la ley de unión concubinaria, por ser nueva, derogaría por 
contraposición en forma tácita el instituto del matrimonio. Realmente, no creo que ese sea el efecto que 
se busca. Pero, por otro lado, hay un grave error en considerar que la ley de unión concubinaria trata 
de dar amparo exclusivamente a las parejas del mismo sexo. La ley de unión concubinaria surgió, en 
realidad, para amparar situaciones de parejas heterosexuales. Eran situaciones que se venían dando a 
lo largo de treinta o cuarenta años; estamos hablando de personas que habían vivido una vida juntos, 
un día se separaban o uno de los dos fallecía, y el restante -por lo general era una mujer- quedaba en 
el absoluto desamparo. A tal punto esto era así que los esfuerzos jurisprudenciales generaron dos 
teorías para dar amparo a estas situaciones: la teoría de la sociedad de hecho y la teoría del 
enriquecimiento sin causa. Es decir que se tomaban institutos propios del Derecho Comercial y del 
Derecho Civil para tratar de contemplar situaciones de Derecho de Familia que no tenían amparo. 
Obviamente, era muy difícil, mediante esta elaboración, consagrar amparos para estas circunstancias, 
y en cualquiera de estas consagraciones jamás eran tomadas en cuenta las parejas del mismo sexo. 
La cuestión es que finalmente emerge esta ley pero lo hace justamente para dar una opción a quienes 
no eligen el matrimonio. Jamás fue la intención consagrar en la ley de unión concubinaria, los mismos 
derechos que el matrimonio. ¿Por qué? Porque no son lo mismo; existe para aquellos que tienen la 
opción pero hay un sector de la población que no la tiene. También digo que es diferente porque el 
matrimonio es un acto solemne en el que se cumplen mínimas formalidades, mientras que la unión 
concubinaria es un hecho social al cual el Derecho le da trascendencia jurídica. 


Esto lo puedo demostrar fácilmente con el siguiente ejemplo. Cuando alguien se va a casar, 
en primer lugar, no contrata dos abogados; en segundo término, no hace un juicio que dura meses; y, 
en tercer lugar, no tiene que mostrar su intimidad. Ningún Juez preguntará al interesado en casarse: 
¿cuántos años hace que está con su pareja? ¿Dos, tres, cuatro o cinco? Tampoco le va a preguntar si 
su pareja es pública, estable, exclusiva, afectiva, así como tampoco consultará a los testigos si saben 
si esa pareja tiene relaciones sexuales. Lo planteo porque los Jueces tienen que preguntarlo ya que la 
ley exige que esta unión sea de índole sexual. Entonces, los Jueces tienen que preguntar a los 
testigos si saben efectivamente si esas dos personas que forman una pareja tienen relaciones 
sexuales y, si ese requisito no se cumple, no pueden declarar la unión concubinaria. Ahora bien; si un 
Juez entiende que no está lo suficientemente ilustrado, denegará el reconocimiento y habrá una 
apelación. En ese caso, esa unión a celebrarse deberá esperar dos años más, mientras que en el 
matrimonio eso no ocurre. 


Los últimos de los argumentos que se toman es que este tipo de temas no son prioridades -lo 
cual en el fondo es darle la espalda a una concepción que Uruguay ha defendido internacionalmente-, 
y que los Derechos Humanos no tienen absolutamente ninguna jerarquía. Los derechos civiles y 
políticos no son jerárquicamente superiores a los económicos, sociales y culturales y viceversa; en 
realidad, son indivisibles y complementarios, y unos no pueden existir sin los otros. 


Más allá de eso, siempre tomo la metáfora de un autor, Von lhering, que decía que las 
personas cometen el error de considerar que las sociedades en las que viven son como un árbol y todo 
el mundo, en épocas de bonanza, se distrae con el tronco, con la copa, pero nadie se da cuenta de 
que lo que sostiene ese Estado de Derecho, son sus raíces. Por lo tanto, cuando sus instituciones no 
son confiables, cuando hay un sentimiento de injusticia en grandes sectores de la población y sus leyes 
son malas y no responden a los pedidos de esos sectores de la sociedad, esas raíces están 
envenenadas. Y cuando ocurre el primer golpe -cuando la bonanza desaparece-, por lo general, esos 
Estados de Derecho terminan cayendo. 


La cuestión es que en el caso de las parejas del mismo sexo, el 5 de junio de 2012 todo 
cambió porque por primera vez el Poder Judicial termina reconociendo un matrimonio celebrado en el 
extranjero entre dos personas del mismo sexo, al que da los mismos derechos y obligaciones que a un 
matrimonio celebrado en nuestro país, y da exactamente los mismos argumentos que damos nosotros. 
Por lo tanto, el Poder Judicial y la doctrina de este país consideran que no es violatorio del orden 
público internacional del Uruguay que existan uniones entre personas del mismo sexo. Precisamente, 
el argumento que durante mucho tiempo se usó jurisprudencialmente para negar estos 
reconocimientos, señalaba que las uniones entre dos personas del mismo sexo, de alguna manera 
menoscababan las bases jurídicas que sostienen el Estado de Derecho uruguayo. Ahora bien, debo 
reconocer que es bastante ridículo considerar que la unión entre dos personas del mismo sexo pueda 
menoscabar las bases que sostienen la individualidad jurídica del Estado uruguayo, pero ahora el 
Poder Judicial y la doctrina unánime de nuestra Facultad de Derecho lo consideran así. 


Esto terminó con una situación de discriminación directa que ocurría con los extranjeros o no 
extranjeros que celebraban matrimonios en el extranjero, porque en nuestro país hay todo un sistema 
administrativo y legal preparado para reconocer estas uniones cuando son parejas heterosexuales. 
Cuando llega una pareja heterosexual que celebró su matrimonio en el extranjero, inmediatamente 
migración les pide que acrediten sus modos de vida. Cuando uno de los dos miembros de esta pareja 
no tiene trabajo, puede acreditarlo con el trabajo de su esposo o esposa. Al mismo tiempo, se inscribe 
y se incorpora el testimonio de la partida de matrimonio en la Dirección General de Registros, así como 
las partidas de nacimiento de sus hijos, en las que constan los apellidos de ambos y las cédulas de 
identidad uruguaya. Por el hecho de estar documentados, los hijos van a la escuela o al liceo y pueden 
atenderse en nuestro sistema sanitario. 


¿Qué ocurre cuando dos personas del mismo sexo que se casaron en el extranjero llegan a 
nuestro país y pasan por la oficina de la Dirección Nacional de Migración? Si uno de ellos no tenía 
trabajo, no se le reconocía su medio de vida por el trabajo de su esposo o esposa. Al mismo tiempo, la 
inscripción del testimonio de partida era rechazada en la Dirección General de Registros, pero de una 
forma no oficial; simplemente al ir a la ventanilla correspondiente un funcionario decía: “Esto aquí no se 
hace”. Por lo tanto, el hecho de que no existiera una resolución oficial, impedía el acceso a la Justicia y, 
además, no solo no se reconocía el matrimonio sino tampoco la filiación de los hijos, lo que implicaba 
que estos menores quedaran indocumentados. De esta forma no contaban con cédula de identidad, lo 
que los inhabilitaba para ir a la escuela o atenderse en el sistema sanitario. Peor aún: ante adopciones 
internacionales, cuando los menores debían salir del país y volver a su país de origen para acreditar el 
estado de los mismos y que la adopción fuera plena, estos no podían salir del país porque no tenían 
documentos. 


El caso más paradigmático fue el de la Directora de ONU Mujeres en el Uruguay -que es 
española- y su pareja, quienes tienen hijas adoptadas en España e indocumentadas en el país, por lo 
que no podían salir de Uruguay ni tampoco cumplir con los requisitos españoles, lo cual aparejaba la 
revocación de la adopción de sus dos hijas. Se logró resolver el tema por gestiones extraordinarias de 
la Embajada y del Consulado. Esto muestra una situación de absoluta discriminación y no cabe duda 
de ello. 


¿Se puede pensar que esto ocurre con todos aquellos matrimonios que, de alguna manera, 
se considera menoscaban elementos que Uruguay cree esenciales? No; Uruguay es reconocido a nivel 
internacional porque, por ejemplo, no reconoce el matrimonio poligámico por entender que lesiona 
elementos esenciales del orden público internacional; sin embargo, sí reconoce la filiación de los hijos 
porque considera que lo que lesiona es el matrimonio y no la filiación de los hijos. Por lo tanto, se 
inscriben las partidas de los hijos de estos matrimonios, se les da documentos y operan perfectamente 
dentro de nuestro sistema sanitario y educativo. 


Por lo tanto, creemos que Uruguay tiró por la borda una tradición de treinta años cuando 
surgieron uniones de personas del mismo sexo y no cabe duda que en este caso existe una 
discriminación directa que, justamente, este proyecto de ley pretende eliminar, entre otras cosas. 


Si tuviera que describir los cambios esenciales que introduce este proyecto de ley en el 
ordenamiento jurídico uruguayo, mencionaría todo aquello que tiene que ver con la sustitución de 
expresiones que, de alguna manera, caracterizan esta unión como heterosexual, como la de marido y 
mujer, la de esposo y esposa, etcétera. Legalmente, Uruguay no posee una definición de matrimonio y 
su concepto se extrae de una interpretación sistemática de todo el ordenamiento bajo el principio de no 
contradicción. 


Posteriormente, se trata de que esta legislación no sea de excepción, como en el caso de lo 
ocurrido en España y en Argentina. Me refiero a que se comienzan a hacer distinciones estableciendo 
que para las parejas heterosexuales regirá tal cosa y para las parejas del mismo sexo u homosexuales, 
ocurrirá tal otra. 


Entonces, lo que se pretende con este proyecto de ley es reconcebir las instituciones de 
forma tal que sigamos hablando de los mismos derechos para quienes hasta ahora tienen amparo, 
pero que también se permita que ingresen aquellos que al día de hoy están excluidos. Por otra parte, 
esto implica, entre otras cosas, que reconcibamos la filiación y esto tiene varios elementos en 
particular. Uno de ellos se relaciona con los siguientes aspectos. En el Uruguay la adopción para 
familias heteroparentales y homoparentales existe en pie de igualdad desde la última reforma del 
Código de la Niñez y la Adolescencia por la Ley N* 18.590 -por lo tanto, a diferencia de lo que ocurre 
en otros países, la adopción no viene atada a este proyecto porque es algo que ya está resuelto 
legalmente desde hace varios años por el Poder Legislativo. Ahora bien, hay muchísimas parejas en 
nuestro país -obviamente de mujeres- que se practican inseminaciones y siempre surge el mismo 
problema: quien la concibe la inscribe, pero su pareja no. Si bien ahora existe un proyecto que trata de 
regular en algunos aspectos la inseminación artificial -no todos- y tiene media sanción, sigue 
existiendo, en los hechos, un vacío legal. 


Lo que contempla este proyecto de ley es que no ocurra -como sigue pasando en nuestro 
país- que uno de los integrantes de la pareja que no concibió pero que sí acompaña y está de 
acuerdo con el proceso y que lo reconoce en forma expresa, sabiendo que no hay un vínculo biológico 
con ese hijo o hija que nació, posteriormente pueda divorciarse de la pareja y también haga lo propio 
con el hijo. Eso es lo que ocurre hoy con parejas heterosexuales, porque no existe una regulación en 
ese sentido. Entonces, puede suceder que un señor y su esposa decidan realizar una inseminación 
con el material genético de un tercero, tengan un bebé, lo inscriban como hijo matrimonial, lo críen y un 
día se divorcien. El señor, perfectamente, puede pedir una investigación de paternidad de la cual 
surgirá que no existe lazo biológico, razón por la cual se puede divorciar tanto de su mujer como de su 
hijo. 


Por lo tanto, esta pequeña modificación a los elementos filiatorios beneficia tanto a parejas del 
mismo sexo como heterosexuales. Tampoco se inmiscuye en tratar de determinar un instituto propio 
como es la inseminación, sino que solamente modifica el elemento filiatorio, tomando una solución que 
cualquier proyecto de inseminación artificial del mundo lleva adelante: que aquella persona que no 
concibe, que no aporta material genético a la inseminación, una vez reconocido el hijo, posteriormente 
no puede impugnarlo por falta de vínculo biológico. En consecuencia, esto no contradice ningún 
proyecto futuro, no regula este instituto en particular, ni se apropia de una discusión que tendrá que 
darse en su momento, en otro ámbito. 


Por otro lado, tenemos el tema de los nombres. Sorprendentemente -por lo menos para mí- 
fue uno de los temas que causó más impacto y ahí me di cuenta de lo operativo que es el patriarcado 
en nuestra sociedad. Me di cuenta que mucha gente tembló porque su apellido no iba a ir primero que 
el de su esposa y creyó que ese elemento era obligatorio, entonces, de golpe y porrazo, un día iban a 
tener un hijo y el apellido de su esposa iba a ir primero que el suyo y que iba a estar consagrado al 
olvido. Sin embargo, como este proyecto tiene como objetivo incluir y no excluir, y no pretende 
imponer una moral de un grupo sobre otro, estos elementos son opcionales; por lo tanto, quien quiera 
mantener las tradiciones y desee seguir colocando a sus hijos el apellido de su padre primero que el de 
su madre, lo seguirá haciendo, pero aquellas parejas que quieran optar por una solución distinta o que 
no puedan, porque no hay un padre o una madre, tendrán la posibilidad sin ningún tipo de 
discriminación. Simplemente es eso, no se toma ni se impone absolutamente nada. 


Finalmente, vamos a plantear la modificación de algunas causales del instituto del divorcio. 
Por un lado, la ampliación del instituto de la sola voluntad de la mujer, para que pase a ser la sola 
voluntad de los cónyuges, manteniendo el mismo procedimiento y formalidades, solamente se cambia 
su ámbito subjetivo y se agrega una causal de divorcio que tiene que ver con una interpretación 
sistemática, a la ley aprobada en el año 2009 de cambio de nombre y sexo registral, la Ley de 
Identidad de Género. Según esta ley, obviamente, una persona casada puede cambiar su nombre y 
sexo registral. Entonces, puede suceder que el esposo o la esposa no quieran seguir con esta unión, 
no porque hayan existido riñas y disputas, no porque haya habido injurias, no porque haya existido 
adulterio, sino simplemente porque el género era un elemento esencial para la elección de dicha unión. 
Es por eso que se colocó una causal específica. Además, esto responde a una interpretación de la 
Facultad de Derecho ya que, cuando buscaron la manera de canalizar esta situación, pensaron que 
podía ser por la vía de las injurias, pero suena verdaderamente absurdo que el ejercicio de un derecho 
inherente a la personalidad humana sea tomado como un elemento injuriante. 


Estos son los elementos que se han tenido en cuenta y creo que lo que subyace en este 
proyecto es una visión de la sociedad desde un lugar no fundamentalista, pasando de una mirada 
homogénea -según la cual queremos que todos sean igualitos, los unos a los otros, de forma tal que 
todos respondan a una moral impuesta hegemónicamente y que los juzguemos en su corrección o 
incorrección y, a partir de ahí, los castiguemos o premiemos- a una que reconozca la heterogeneidad 
de nuestra sociedad, dándonos cuenta, justamente, de que no existen utopías únicas sino, a lo sumo, 
en una sociedad pluralista bajo un pie de igualdad, archipiélagos de utopías y que todos merecen pleno 
desarrollo y espacio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy completa la intervención. Quiero comunicarles que ya se 
encuentra en la Casa el señor Ministro, quien fue invitado también para analizar este proyecto de ley. 
También quiero expresarles que esta no va a ser la única vez que los invitemos para que nos brinden 
su opinión sobre el tema. 


SEÑOR GALLINAL..- En primer lugar, quiero saludar a la delegación que nos visita. Considero que ha 
sido muy ilustrativa la exposición que han realizado porque nos permite conocer más a fondo algunos 
fundamentos de los distintos artículos que innovan en esta primera aprobación que el proyecto de ley 
tuvo en la Cámara de Representantes. 


Hemos decidido tomarnos un tiempo para estudiar el proyecto que, como todos saben, va a 
ser tratado en las primeras sesiones del Senado del mes de abril. Es así que vamos a tener 
oportunidad de dialogar con otras personas cuya opinión nos interesa conocer, sobre todo, en lo que 
hace a la coordinación de las normas en materia sucesoria, de filiación y de Derecho de Familia. En 
ese sentido, luego vamos a proponer que sean invitados diversos catedráticos, algunos de los cuales 
ya han participado de la discusión en la Cámara de Representantes. 


Por otra parte, quisiera formular dos preguntas sobre este proyecto de ley. Por un lado, 
quisiera saber de dónde surge la expresión “matrimonio igualitario? en el texto legal que se está 
impulsando. En lo personal, no lo encontré y por eso hago esta pregunta. Si es así, está mal el título. 
En principio, las leyes no tienen nombres, pero aquí se acostumbra ponerles un título para identificar 
de qué se trata, y después hay quienes lo utilizan como el de la ley. Si, acaso, así fuera, por lo menos 
se debe corresponder el título con el contenido de la ley. Entonces, me pregunto de dónde surge la 


expresión “matrimonio igualitario”, porque en el texto no lo he encontrado. Y si ello no surge del texto, 
va a haber que eliminarlo del título. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El título vino fijado de la Cámara de Representantes. 
SEÑOR GALLINAL.- No vino de la Cámara de Representantes. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la información que me brindaron. 

SEÑOR GALLINAL.- Reitero, no vino de la Cámara de Representantes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Estaba sin título? 


SEÑOR GALLINAL.- Quienes impulsan el proyecto de ley denominan así al contrato; porque esto es 
un contrato. La Cámara de Representantes se limitó a recoger lo que propusieron quienes impulsan el 
proyecto de ley, pero no fue esta la que lo inventó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador, pero no lo inventó. Los que impulsaron el proyecto 
de ley -quienes lo ingresaron en la Cámara de Representantes- lo titularon así, y la Cámara de 
Representantes lo presentó así, en el acierto o en el error. 


SEÑOR GALLINAL.- A mí me cuesta darme cuenta de algunas cosas, pero de eso sí me percaté, 
señor Presidente. Al proyecto de ley lo titularon de esa manera porque lo tengo aquí. De todas 
maneras, le agradezco la explicación. Además, quisiera agregar que no fue la Cámara de 
Representantes la que inventó el título, sino los proponentes del proyecto de ley. 


Entonces, si los proponentes del proyecto y sus defensores hablan insistentemente del 
matrimonio igualitario, lo lógico es que, cuando el proyecto se convierta en ley y en un futuro vaya a 
leer su contenido, me encuentre con el matrimonio igualitario; sin embargo, esto no es lo que sucede 
en este caso. Les advierto porque tal vez haya que hacer una corrección; si no, hay algo que no está 
funcionando bien. A eso es a lo que me refiero, señor Presidente. 


Creo que, con esto, ya es suficiente. 


Pensaba consultarles sobre qué necesidad había de introducir un tema polémico como es el 
de los apellidos para el matrimonio heterosexual en esta ley, pero vamos a dejarlo para cuando vengan 
los catedráticos y para otras oportunidades. 


Por ahora, me parece que es suficientemente importante la primera pregunta como para que 
yo agregue una segunda. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece bien a los integrantes de la Comisión, formulamos todas las 
preguntas para que luego las contesten nuestros invitados. Posteriormente, pasaríamos a recibir al 
señor Ministro de Educación y Cultura. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero manifestar mi acuerdo con los fundamentos y con el articulado del 
proyecto de ley. También deseo resaltar la intensa labor que han realizado quienes han trabajado en el 
articulado para modificarlo exactamente en un sentido y no en otros, y me voy a referir a esto, señor 
Presidente, aunque quizás esté un poquito fuera de tema. 


Hay dos aspectos que pensé que podrían haberse modificado, pero no se hizo. En este 
sentido, quisiera saber, sobre todo, la opinión de la doctora Suárez. 


El artículo 183 refiere a los alimentos congruos y los alimentos necesarios. En general, las 
mujeres primero tendemos a preservar los derechos de la mujer en el matrimonio, pensando siempre 
en el matrimonio heterosexual, porque siempre partíamos de la base de una desigualdad estructural 
entre hombres y mujeres. Por esa razón, parecía razonable prever los derechos alimentarios más en 
función de la mujer que del hombre. Sin embargo, ahora esto se equipara. 


Dejo esta inquietud planteada, señor Presidente y quisiera preguntar a la doctora Suárez si 
no le parece que en algún momento habría que eliminar de la institución matrimonial esa separación 
entre los alimentos congruos y los necesarios. Quisiera saber si tiene sentido hablar de alimentos 
congruos. 


La segunda pregunta que deseo formular es muy concreta. Como acabamos de aprobar el 
proyecto de ley relativo a la adopción, quisiera saber si chequearon las últimas modificaciones de ese 
proyecto de ley con el que estamos considerando ahora. En lo personal, no las comparé, pero hace 
muy poco aprobamos ese proyecto de ley. Incluso, señor Presidente, creo que Secretaría tendría que 
hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señora Senadora. 
SEÑORA MOREIRA.- Confieso que fui quien informó el proyecto de ley, pero ya no recuerdo. 


La otra apreciación que quiero realizar, más genérica, refiere a la separación de cuerpos y el 
divorcio. En realidad, creo que habría que eliminar el adulterio como causal de divorcio. Me parece que 
este proyecto de ley procura realizar la menor cantidad de modificaciones posibles ya que usa una 
causal como el adulterio, que en mi opinión debería ser eliminada, cuando, en realidad, el divorcio 
debería darse por la sola voluntad de uno de los cónyuges o por mutuo consentimiento. Insisto, 
observo que se ha tratado de causar el menor escombro posible manteniendo lo ya existente. 


En cierta oportunidad, cuando el señor Senador Goldaracena propuso un proyecto de ley 
para alcanzar el divorcio por la sola voluntad de uno de los cónyuges -por el cual se simplificaban los 
procedimientos y se acortaban los tiempos-, se produjo una fuerte reacción por parte de algunas 
feministas. Sin duda, este proyecto de ley está bastante más mitigado con respecto a aquel que 
proponía el señor Senador Goldaracena, sobre todo porque mantiene los procedimientos, pero, de 
cualquier manera, haremos las consultas pertinentes sobre este punto a la bancada femenina, teniendo 
en cuenta que existió ese antecedente de reacción al proyecto de ley por la sola voluntad de los 
cónyuges simplificando y acortando los plazos, porque se entendía que la mujer siempre estaba en 
situación de desventaja en relación al hombre. 


Por otra parte, quiero decir que estoy completamente de acuerdo con el tema de los 
apellidos. Me causa un poco de estupor pensar que se haya armado semejante lío respecto de este 
asunto siendo que los otros aspectos del proyecto son mucho más importantes, especialmente los 
referidos a la reproducción asistida y a la adopción. Este proyecto de ley tiene la virtud de recoger 
ambos temas mientras que otros, en otras partes del mundo, separan el matrimonio de la adopción. 


Estos eran los comentarios que deseaba realizar. 


SEÑOR ROSADILLA.- Agradezco a la delegación que hoy nos visita el conjunto de las exposiciones 
que han realizado, que me han parecido extremadamente sustanciosas. 


He trabajado bastante procurando comprender este proyecto de ley y me queda una duda 
respecto del artículo 25. En este punto discrepo con la señora Senadora Moreira porque no me cierra 
el tema de los apellidos, pero quizá en una dirección diferente a lo que se piensa. 


Respecto de ese tema se ha hecho un doble rasero. Uno para los matrimonios 
heterosexuales, donde se establece que el hijo habido dentro del matrimonio llevará como primer 
apellido el de su padre y como segundo el de su madre, pero se da la posibilidad de optar por invertir el 


orden establecido precedentemente siempre que exista acuerdo de partes. Lo que no se dice es qué 
sucede cuando no existe acuerdo de partes. Parece que sucediera que quedamos en la ley natural. 


En cambio, para el segundo caso -que me parece lo lógico-, los apellidos se deben acordar y 
en caso de que eso no suceda, se procederá a un sorteo. En mi opinión, esta debería ser la norma 
vigente también para los matrimonios heterosexuales. Mientras que unos tienen un condicionamiento 
previo y para el caso de que no haya acuerdo existe una norma caja de la que no se puede salir, para 
los otros, lo natural es el acuerdo y la diferencia tiene una forma de resolverse que me parece más 
equilibrada. 


Lo cierto es que no voy a hacer cuestión respecto de este tema porque creo que este 
proyecto de ley tiene que aprobarse. No soy experto en Derecho pero este fue el único aspecto del 
proyecto de ley que me hizo ruido. 


SEÑOR MOREIRA (Carlos).- He estado leyendo las versiones taquigráficas de la consideración de 
este proyecto de ley en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de 
la Cámara de Representantes, y he comenzado su estudio. Entiendo que es innovador y que dentro de 
los distintos Partidos Políticos hay diferentes posiciones -por lo menos, en el Partido Nacional la 
opinión está dividida-, pero uno de los temas más controvertidos es el de la filiación. Los artículos que 
van del 214 al 221 del Capítulo |, que refiere a la filiación, a mi juicio y al de varios expertos en Derecho 
Civil, tienen aristas que son muy opinables, sobre todo en cuanto a la figura del “hijo” que nace, el 
nuevo ser como sujeto de derecho, que por supuesto merece toda nuestra protección en el 
ordenamiento jurídico. En este caso, a diferencia de lo que sucede en las parejas heterosexuales, se 
habla de una presunción de paternidad o maternidad que, en definitiva, no es una presunción sino una 
ficción jurídica. El vínculo biológico, por lo menos de una de las partes, no existe, y se celebra una 
figura nueva, muy novedosa, que es un contrato que se celebra en el momento del nacimiento, que 
luego es inmodificable. El hecho de que sea inmodificable para las dos partes puede ser de recibo, 
pero también lo es para el ser que nace, porque esa presunción o ficción, ese vínculo biológico, ni 
siquiera puede ser objeto de revisión por parte del hijo. Este es uno de los puntos que quiero que me 
aclaren: ¿Por qué está incluida esta modificación que consideramos esencial, que no existe para los 
hijos nacidos de parejas de heterosexuales, donde en los plazos que establece la ley se puede 
investigar quién es el padre biológico? Es el derecho a la identidad que un ser humano tiene, que me 
parece un derecho humano fundamental. Entonces, ¿cuál es la razón por la cual consideran que es de 
recibo que esto no se pueda investigar o revisar? 


SEÑORA SUÁREZ.- Con referencia al último elemento planteado por el señor Senador, la redacción 
propuesta del artículo 219 expresa claramente: “Hallándose el hijo en posesión del estado filiatorio 
legítimo, tenga o no su título, podrá impugnar la presunción de existencia de relación filiatoria, 
actuando debidamente representado por un curador “ad litem”, dentro del plazo de un año a contar 
desde el nacimiento. Si la acción no hubiera sido intentada durante la menor edad del hijo, podrá 
ejercerla este dentro del plazo de cinco años a partir de su mayoría”, etcétera. Por lo tanto, ese tema 
está expresamente resuelto. 


SEÑOR MOREIRA (Carlos).- Entiendo que hay una contradicción con el artículo 217 aprobado por la 
Cámara, que dice: "La presunción de existencia de relación filiatoria del cónyuge no concibiente que se 
configura conforme a lo dispuesto por los artículos 214, 215 y 216 de este Código, podrá ser libremente 
impugnada por el mismo, el hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los plazos y en las 
condiciones que se dispone en los artículos siguientes, con excepción de los casos en que exista 
acuerdo expreso y escrito como lo disponen los artículos 214 y siguientes de este Código.” 
Evidentemente hay una contradicción entre los artículos 217 y 219, que me parece que habría que 
corregir o por lo menos aclarar; quizás me equivoco, pero así lo entiendo. 


SEÑORA SUÁREZ.- Lo que sucede es que de acuerdo con las interpretaciones de los artículos que 
van 219 al 221 -llamados “en cascada”-, tienen que ser estudiados como si fuesen una especie de 
conjunto, que se analiza en forma sistemática bajo el principio de no contradicción. Entonces, ¿qué 
sucede? El artículo 217, en su redacción original -incluso está establecido en los anteriores artículos-, 
refiere más precisamente al cónyuge que quiere impugnar la paternidad. En este caso, obviamente, se 
habla de relación filiatoria porque el vínculo que de alguna manera se está impugnando no refiere 


específicamente a un hombre, sino a que del otro lado puede haber una mujer. Es por esa razón que 
se habla de “relación filiatoria” en términos genéricos. La cuestión es que el caso específico de este 
señor obviamente está exento de esa opción. Posteriormente, cuando se recurre específicamente a la 
regulación del hijo, queda exento de esa situación, pero la interpretación que se debe hacer para llegar 
a una solución correcta en Derecho tiene que seguir el Apéndice del Código Civil que implica una 
interpretación sistemática y evolutiva bajo el principio de no contradicción. En lo personal, como jurista 
y miembro de la Cátedra de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho, considero que esa 
interpretación es fácilmente hallable mediante el método que la propia ley impone a los juristas y que 
está en el Apéndice del Código Civil. Los únicos que estamos capacitados para hacer tales 
interpretaciones, lamentablemente mientras eso no cambie, somos los abogados. Esa es mi conclusión 
técnica; posteriormente, habrá otros juristas que seguramente lleguen a la misma conclusión que yo. 


(Murmullos.) 


-Con respecto a lo expuesto por la señora Senadora Moreira sobre la modificación como uno 
de los institutos de disolución por la sola voluntad de cualquiera de los cónyuges, quiero señalar que en 
aquel momento se solicitó la opinión de distintas organizaciones feministas específicamente, debido a 
que era un instituto que consagraba la sola voluntad de la mujer y a que respondía más a un marco 
histórico específico. La idea era saber si ellos tenían alguna objeción en que se modificara el instituto 
en esos elementos específicos, pero a tal punto fue su aprobación que, de hecho, formaron parte - 
como el caso de Cotidiano Mujer, Mujer Ahora, etcétera- de la Coordinadora que promovió este 
proyecto de ley. Si bien es cierto que las modificaciones que tienen que ver con el ámbito subjetivo no 
fueron tan profundas como las que establecía el proyecto de ley del doctor Goldaracena -que toma el 
mismo procedimiento, no lo simplifica de la forma extrema que él planteaba ni acorta los plazos de una 
forma tan breve, si bien se ven un poco disminuidos-, las opiniones que nosotros recabamos en 
principio fueron sumamente positivas. 


SEÑOR GRAÑA.- En cuanto a la referencia realizada por el señor Senador Rosadilla al artículo 25, en 
forma breve quiero decir lo siguiente. 


De su redacción actual surge claramente el proceso, porque dice que el hijo habido dentro del 
matrimonio heterosexual llevará como primer apellido el de su padre y como segundo el de su madre, 
salvo que hubiera acuerdo para invertir el orden. El problema se plantea porque el proyecto inicial que 
nosotros presentamos tenía una formulación distinta, pues lo primero que existía era el acuerdo. La 
redacción era similar a la que figura en el actual numeral 2), porque decía que el hijo habido dentro del 
matrimonio llevará los apellidos de sus padres en el orden que ellos opten expresamente. La Cámara 
de Representantes realizó esta modificación dividiendo ese párrafo en dos numerales, pero nosotros 
no estamos de acuerdo porque presentamos otra cosa. 


SEÑOR SEMPOL.- De hecho, se da la paradoja de que la corrección que hizo la Cámara de 
Representes garantiza más derechos a las parejas del mismo sexo que a las heterosexuales. 


Con respecto a la preocupación planteada por el señor Senador Gallinal sobre el uso de la 
expresión “matrimonio igualitario”, es interesante conocer el proceso de esa denominación. Suele 
suceder con los proyectos que tienen que ver con temas relativos a sexualidad, a género o a 
relaciones de poder en el terreno de la vida cotidiana, que muchas veces la construcción mediática de 
los proyectos o, incluso, del propio sistema político, termina recortando la complejidad de un proyecto 
político concreto y reduciéndolo, a veces, a aspectos mínimos o no tan sustantivos. Pensemos, por 
ejemplo, en la Ley de Salud Sexual y Reproductiva que consagraba la Ley de aborto en lo que son los 
recortes que se hacen dentro del sistema político o, a veces, dentro del propio sistema mediático. En el 
caso de este proyecto de ley, la reivindicación del término “igualitario” no tiene que ver con el 
matrimonio gay -no es la reivindicación de que las personas del mismo sexo solo queremos casarnos-, 
sino con una reforma integral de la institución “matrimonio” que involucra la ampliación de derechos y el 
intento de generar una mayor igualdad entre hombres y mujeres también en los arreglos 
heterosexuales. Precisamente, la nominación “igualitario” va orientada en ese sentido. Honestamente 
celebro que la Cámara de Representantes haya adquirido ese nombre y que lo haya transferido como 
parte del proyecto de ley, porque creo que realmente lo describe con justeza en su orientación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación, a la que seguramente volvamos 
a invitar porque la intención de esta Comisión es trabajar en el tema. 


(Se retira de Sala la delegación del Colectivo Ovejas Negras.) 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Educación y Cultura y sus asesores.) 


-En nombre de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado damos la bienvenida al 
señor Ministro de Educación y Cultura, doctor Ricardo Ehrlich; al Director de Asuntos Constitucionales 
y Legales del Ministerio de Educación y Cultura, doctor Pablo Maqueira; y al Director del Registro Civil, 
señor Adolfo Orellano. Antes de ceder el uso de la palabra al señor Ministro, quiero recordar a la 
Comisión que el próximo jueves tendremos otra sesión en la que analizaremos el proyecto de ley sobre 
tráfico ilícito de armas y el martes continuaríamos con las audiencias. Me interesa recordar que sobre 
esto último y respecto a este tema, está prevista una audiencia planteada por el señor Senador 
Gallinal, pero también habrá otras más. Además, informalmente comuniqué a diferentes miembros de 
la oposición, integrantes de la Comisión, que el oficialismo quiere dar un ritmo intenso de estudio a los 
proyectos de ley relativos al tráfico de armas, faltas y matrimonio igualitario. 


SEÑOR MOREIRA.- En cuanto al proyecto de ley relativo al tráfico lícito de armas y teniendo en cuenta 
las dificultades de implementación que podría tener, me pregunto si no sería conveniente invitar al 
Director del Servicio de Material y Armamento. Creo que esto podría darnos una visión con respecto a 
la implementación efectiva del registro, dado que no debe ser un tema sencillo. Por lo tanto, me 
interesa conocer la visión de quienes se ocupan de todo esto sobre aspectos como: los coleccionistas, 
el control, guías, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a intentar invitar a alguna autoridad para el próximo jueves. 
SEÑOR MOREIRA.- Creo que deberíamos conocer la visión de estas personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que vamos a intentar hacerlo el próximo jueves porque tenemos 
intención de avanzar en el análisis de los diferentes proyectos de ley. 


Le damos la palabra al señor Ministro de Educación y Cultura. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto estar hoy aquí. Hemos estudiado en detalle el proyecto de ley tal 
como fue aprobado en la Cámara de Representantes y también analizamos la exposición de motivos 
que lo acompaña. De manera general, queremos decir que estamos de acuerdo con la formulación 
final del proyecto de ley y entendemos que es una respuesta adecuada y coherente a un desafío de 
nuestro tiempo. Lo cierto es que los cambios que estamos viviendo a nivel cultural y de civilización nos 
desafían como sociedades, también nos interrogan en lo que tiene que ver con el cuerpo normativo y 
plantean situaciones complejas respecto a los derechos de las personas. La lucha por la igualdad de 
estos derechos, involucra aspectos complejos, diversos, que van desde lo biológico a lo social y esto, 
además, tiene que tener una adecuación a nivel normativo. En ese sentido, entendemos que el 
proyecto de ley es una respuesta coherente y adecuada para la problemática planteada. 


Con relación al proyecto de ley aprobado, en este momento a consideración de esta 
Comisión, nos gustaría informar que oportunamente recibimos la versión previa que fue analizada en la 
Comisión respectiva de la Cámara de Representantes e hicimos llegar un número importante de 
observaciones, algunas de forma, otras de contenido y otras de procedimiento. La gran mayoría de 
ellas fueron incorporadas en el proyecto de ley final, pero otras no y se optó por disposiciones 
diferentes. Sin embargo, consideramos que el conjunto de la propuesta asegura la coherencia, tanto 
interna con el tema que se busca resolver, como con el corpus normativo de manera general. 


Por nuestra parte, hemos hecho algunas observaciones menores que tienen que ver, sobre 
todo, con aspectos de naturaleza más operativa, lo que seguramente tendrá una expresión 
reglamentaria ulterior. De todos modos, quedamos a disposición de la Comisión para el caso de que 
considere oportuno analizarlas posteriormente. Esta es la apreciación general que hacemos de este 
proyecto de ley desde nuestro Ministerio y pido al señor Presidente que le otorgue el uso de la palabra, 
primero, al doctor Pablo Maqueira, Director de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales del 
Ministerio de Educación y Cultura, y luego al escribano Adolfo Orellano, Director General del Registro 
de Estado Civil, para que puedan hacer aportes complementarios a esta exposición general. 


SEÑOR MAQUEIRA.- En primer lugar, quiero agradecer a los integrantes de esta Comisión por 
recibirnos y permitirnos expresar nuestras ideas respecto a este proyecto de ley. 


En forma general, voy a reiterar lo que recién ha expresado el señor Ministro. Me gustaría 
hacer una breve historia de nuestra relación con este proyecto de ley. 


El tema del matrimonio igualitario ha sido siempre, desde que estamos en el Ministerio, una 
inquietud de la Cartera y, especificamente, del Ministro, lo que nos llevó a plantear cómo íbamos a 
avanzar en ese sentido. Al existir ya una iniciativa en el Parlamento, nos comunicamos con las 
organizaciones sociales que impulsaban este proyecto de ley. Lo discutimos, tuvimos instancias de 
debate e hicimos algunas observaciones que entendimos pertinentes. Tal como dijo el señor Ministro, 
muchas de esas observaciones se recogieron y cuando asistimos a la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes también realizamos 
una serie de precisiones, muchas de las cuales fueron tenidas en cuenta en el proyecto de ley 
aprobado por esa Cámara. Algunos de nuestros puntos no fueron recogidos, pero vale aclarar que se 
trata de cuestiones, materias esencialmente opinables. Cuando se habla de definiciones y de 
reglamentación, cada uno tiene una idea propia de qué es lo mejor y de la síntesis de esos puntos de 
vista surgen las propuestas. 


Como dije, en general estamos de acuerdo con el proyecto de ley, que resultó ser coherente, 
más allá de algún matiz de diferencia que podamos tener, pero que queda en el campo de lo opinable. 
Me refiero a alguna cuestión que, entendíamos, podía ser un poco más explícita pero que puede ser 
resuelta a nivel reglamentario y sin violentar la norma legal, si resultara ser esta que tenemos a 
estudio. 


Reitero que, en general, estamos de acuerdo con esta propuesta. Entendemos que la 
filosofía con la que siempre estuvimos de acuerdo desde el Ministerio se mantiene en este proyecto de 
ley y, en principio, cabe señalar que hay algunos aspectos prácticos a nivel de la Dirección General del 
Registro de Estado Civil a tener en cuenta, por los que habrá que impulsar alguna pequeña 
modificación que seguramente explicitará su Director. 


Estamos a las órdenes de los señores Senadores por cualquier inquietud respecto a este 
proyecto de ley. 


SEÑOR ORELLANO.- Buenas tardes y gracias a todos. 


Resulta obvio que, desde lo conceptual, el proyecto de ley que está a estudio tiende a poner 
coherencia con respecto a lo que ha sido la historia de la normativa al respecto, por ejemplo, la ley de 
cambio de sexo y/o nombre registral, así como también la legislación que, en materia de concubinato, 
permitió la unión de dos personas de idéntico sexo. 


En lo que hace a la Dirección General del Registro de Estado Civil y en cuanto a esta 
iniciativa -cuyo contenido, prácticamente en un 90%, son normas de Derecho de fondo, estamos 
hablando de normas que fijan criterios-, a nuestro organismo lo que le interesa es la forma de 
instrumentación de sus disposiciones para lo que, como decía el señor Ministro hace unos instantes, 
será necesaria una reglamentación que fije pautas instrumentales. Tal vez en ese caso lo que, 
básicamente, tendría más incidencia en la forma en que deberá ser instrumentada la aplicación de esta 
ley, sería lo que tiene que ver con los apellidos. Me refiero a la forma en que se va a regular el 


concepto general del numeral 11) del artículo 25, donde refiere a que la elección de apellidos para el 
primer hijo establece el criterio general e ineludible para la fijación de los apellidos de hijos ulteriores, al 
igual que el acuerdo de partes que debe ser realizado a ese respecto y el sorteo. Seguramente el 
sorteo será realizado por el oficial, lo que es una medida bastante similar a cuando se presenta uno 
solo de ambos padres a reconocer a un chico, donde se fija un apellido de uso común, a elección y/o 
sorteo, en función de no haber acuerdo. 


En cuanto a la fijación de los apellidos, el tema se centra en que hoy en día tenemos en 
vigencia dos sistemas de registro distintos, uno de tipo analógico y otro de tipo digital. Este último ya se 
encuentra en funcionamiento en las Oficinas de Estado Civil, salvo en las oficinas 14 y 15 
correspondientes a Ciudad de la Costa y Las Piedras, aunque en no más de dos o tres meses, como 
máximo, estarán ingresando al sistema digital de acta electrónica. 


A través del sistema de acta electrónica se podrá establecer una suerte de alerta cuando las 
personas, en cumplimiento de la ley, hablan de un mismo vínculo, determinándose que ya tienen hijos 
anotados bajo esa elección de apellidos y, por lo tanto, fijándose esa elección para los demás. En 
cambio, en el sistema aplicado en el interior, que aún sigue siendo el tradicional -el de la Ley N* 
1.430-, a cargo del Juzgado de Paz, no nos queda más remedio por el momento y hasta tanto estos 
Juzgados no ingresen al sistema digital, que valernos de una Declaración Jurada que los padres 
establezcan en la inscripción de cada hijo, en donde determinen -con el alcance propio de las 
derivaciones penales de toda Declaración Jurada- el hecho de que carecen de hijos anteriores a los 
cuales les hayan fijado esos apellidos. 


Fuera de ello, el artículo 25 -que es el que tal vez impacta en mayor medida-, modifica 
algunas cosas y sostiene criterios como los que establece el Código de la Niñez y la Adolescencia al 
respecto, y por el momento no existe otra derivación en cuanto a cómo debemos implementar esta ley 
el día después de su entrada en vigencia en el Registro Civil. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ROSADILLA.- Antes que nada, quiero dar la bienvenida al señor Ministro y a la delegación 
que lo acompaña. 


El señor Ministro y el doctor Maqueira se refirieron a algunos aspectos que creían que debían 
ser pulidos o ajustados por la vía de la reglamentación. Por eso, me gustaría que en caso de que 
hubiera algún material escrito que pudiera aportarse en relación a esto, se nos lo haga llegar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Moreira planteó -espero que no lo tome a mal-, que podría 
haber una contradicción en el artículo 14, cuando hace referencia a los artículos 217 y 219. No les pido 
que nos den su opinión ahora, pero tal vez en una semana nos puedan informar si existe una 
contradicción respecto al aspecto filial, que se nos pudiera estar pasando. 


SEÑOR MOREIRA.- En el contrato establecido en el artículo 214, que las partes -al menos, las unidas 
en matrimonio- no pueden desconocer, el tema que se plantea es la posibilidad de que los hijos puedan 
revisar su origen biológico y saber quién es su padre biológico. Por su parte, el artículo 217 dice: “La 
presunción de existencia de relación filiatoria del cónyuge no concibiente que se configura conforme a 
lo dispuesto por los artículos 214, 215 y 216 de este Código, podrá ser libremente impugnada por el 
mismo, el hijo o los herederos de uno u otro, dentro de los plazos y en las condiciones que se dispone 
en los artículos siguientes” -esto refiere al matrimonio heterosexual- “con excepción de los casos en 
que exista acuerdo expreso y escrito como lo disponen los artículos 214 y siguientes de este Código”. 
De manera que se establece que podrá ser impugnada por el mismo, el hijo o los herederos de uno u 
otro. Vale decir que ese artículo, por ese texto, le está vedando al hijo o a los herederos la posibilidad 
de determinar su origen biológico, pero luego el artículo 219 entra en contradicción con esto, porque 
dice: “Hallándose el hijo en posesión del estado filiatorio legítimo, tenga o no su título, podrá impugnar 
la presunción de existencia de relación filiatoria, actuando debidamente representado por un curador 
“ad litem', dentro del plazo de un año a contar desde el nacimiento. Si la acción no hubiera sido 
intentada durante la menor edad del hijo, podrá ejercerla este dentro del plazo de cinco años a partir de 


su mayoría”. Es decir que hay una contradicción entre esta disposición y el artículo 217, porque este 
último le veda la posibilidad de hacer esa investigación de su origen biológico y el artículo 219 se la da. 
Me parece que esto tendría que ser corregido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es que nuestros invitados se lleven la inquietud, hagan el estudio 
correspondiente y si hay contradicción, la Comisión actuará como corresponde. 


SEÑOR MAQUEIRA.- Estamos hablando de normas que resultan ser engorrosas por el nivel de detalle 
que tienen pero, sin perjuicio de que después podamos hacer llegar una respuesta más concreta, 
quiero señalar que lo que está preservando el artículo 217 es la relación filiatoria. El artículo 219 habla 
también de relación filiatoria, pero creo que lo que quiere establecer es que va a tener la posibilidad de 
conocer cuál es su ascendencia biológica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero puede ocurrir que el texto tenga alguna contradicción, de manera que 
sería bueno estudiarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- El texto dice que la presunción de existencia -que en realidad no es una 
presunción sino una ficción jurídica, porque no se puede presumir lo que no existe- de relación filiatoria 
del cónyuge, podrá ser libremente impugnada por el mismo -es decir, el otro cónyuge- el hijo o los 
herederos de uno u otro, con excepción de los casos en que exista acuerdo expreso y escrito, como lo 
disponen los artículos 214 y siguientes de este Código. Es decir que se habla de impugnación, que ya 
existe para los heterosexuales. Pero luego, cuando habla del matrimonio homosexual, dice que en ese 
caso no se puede, mientras que el artículo 219 dice que se puede, a pesar de que esta señora que 
vino, muy autodidacta, me dijo que no. Me parece que hay una severa contradicción y habría que 
modificar el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedir a nuestros invitados, entonces, que nos hagan un informe. 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto vamos a hacerles llegar un detalle de los aportes que 
consideramos que pueden ser de interés para la Comisión y un estudio más minucioso sobre los 
artículos mencionados por el señor Senador Moreira. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quizás se les podría enviar el acta de esta sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo; vamos a hacerle llegar al Ministerio la versión taquigráfica de la 
comparecencia del Colectivo Ovejas Negras. 


Agradecemos, entonces, al señor Ministro de Educación y Cultura y asesores por su 
presencia en la sesión de hoy. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Educación y Cultura y asesores.) 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 
-Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 24 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


